Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 21 minutos) 


La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene el gusto de recibir a la delegación del Complejo Lezica, a quienes les 
manifestamos que vamos a ser filmados por una televisión internacional que está haciendo un trabajo sobre el Parlamento 
uruguayo pero no va a haber continuidad en las tomas. 


A su vez, les informamos que la Comisión está integrada por cinco Senadores, de los que están presentes tres. Probablemente, los 
demás miembros se irán incorporando en el correr de la sesión pero, si no lo hacen, estamos tomando la versión taquigráfica por lo 
que podrán acceder a lo que aquí se exprese a través de la misma. 


Por lo tanto, gustosamente les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MUÑOZ.- Quien habla es socio cooperativista de una cooperativa ubicada en Lezica, a una cuadra de Aviación Civil, y en 
el día de hoy vamos a exponer a la Comisión un temario que consta de cuatro puntos. El primero de ellos, refiere a la ausencia del 
Estado en la preservación de los derechos individuales dentro de la Cooperativa de Ayuda Mutua, dependiente del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Consecuentemente, existe una vulnerabilidad de los artículos 17, 19, 25 y 30 
de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. A este respecto, la Ley N* 16.112 de 30 de mayo de 1990 establece 
claramente el rol que debe cumplir y el contralor que debe ejercer sobre las cooperativas de vivienda. Cabe destacar que, 
antiguamente, esta tarea la realizaba la Inspección General de Hacienda. 


Vamos a dar lectura a los artículos que hemos mencionado, a los efectos de ubicarnos un poco en la situación. 


El artículo 17 establece: "1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 2. Nadie será privado 
arbitrariamente de su propiedad." 


Por su parte el artículo 19, dice: "Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no 
ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de 
fronteras, por cualquier medio de expresión." 


El artículo 25 expresa: "1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y 
el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica ..". Luego plantea: "...en caso de desempleo, 
enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de 
su voluntad." 


Por último, el artículo 30 manifiesta: "Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho 
alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión 
de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración." 


El segundo punto plantea el bloqueo gremial al derecho que establece el Estado mediante la resolución N* 5299 del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de 15 de abril de 1999, la cual fue instrumentada para amortiguar y atender 
las dificultades económicas que padece este segmento de población para amortizar regularmente sus compromisos. 


La resolución del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente surgió de acuerdo a la voluntad de las 
cooperativas que planteaban sus dificultades de pago. En su prólogo, dicha resolución establece claramente una serie de 
alternativas para paliar la situación de esa población que tenía dificultades; en otras, plantea la suspensión hasta que se definan los 
intereses por multas y moras e, incluso, refinanciaciones hasta 30 años. Lamentablemente, al no existir una delimitación clara de 
cuál es el espacio gremial y hasta dónde llega el derecho del Estado, mediante un bloqueo gremial se impide acceder a ese 
derecho que tienen los uruguayos. 


El tercer punto plantea el patrocinio, con anuencia de FUCVAM, en trámites de desalojo. 


SEÑOR HERRERA.- El señor Muñoz plantea que ante esos beneficios y derechos, fundamentalmente de no pago de multas e 
intereses de mora y, en definitiva, de recibir una asistencia para poder cumplir con las obligaciones, habría un bloqueo gremial. Por 
tanto, me interesaría que explicara un poco ese punto, porque dicho de esa manera no resulta muy claro. 


SEÑOR MUÑOZ.- Justamente, me acompaña un vecino y un socio de la cooperativa, por lo que él podría aclarar mejor la situación. 
De todas maneras, respondiendo a su pregunta, puedo decir que el bloqueo gremial a ese derecho se plantea porque, 
lamentablemente, el Fondo de Socorro, que es uno de los instrumentos que están en los estatutos de la cooperativa, no se hace 
efectivo. Es decir que, aparte de ese dinero que el Estado de alguna manera otorgó cuando se entregaron los subsidios para 
ejecutar las obras, había un dinero para esos fines sociales. 


Cuando no está el Fondo de Socorro, o sea, cuando no se puede ayudar internamente a los asociados, esta resolución ministerial 
prevé que el socio tiene derecho a solicitar ese beneficio. Además, aclaro que el propio Ministerio ha hecho el informe 
correspondiente. 


SEÑOR HERRERA.- ¿La solicitud ante el Ministerio la tiene que hacer la cooperativa o la tiene que hacer el socio directamente? 
SEÑOR MUÑOZ.- La solicitud al Ministerio la tiene que hacer la cooperativa porque es la figura legal. El tema es que ante la 


omisión, la negativa y el silencio de la cooperativa a reiterar -justamente- las solicitudes de protección y amparo, le ha sido 
denegada la asistencia, tanto por escrito como por el propio silencio. Entonces, al tener dificultades el socio realiza consultas en el 


Ministerio, a raíz de las cuales se informa claramente. Por su parte, el Ministerio informa que es la cooperativa la que tiene realizar 
la consulta. Entonces él hace el planteo, le entrega el informe al Secretario y desde ese momento no hace más nada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera saber desde qué fecha ocurre eso y con cuántos cooperativistas se plantea la situación. 


SEÑOR MUÑOZ.- Lo curioso es que nuestra cooperativa tiene una gran deuda interna; hay muchos socios con dificultades y, 
lamentablemente, ha quedado al descubierto -inclusive por las propias actas de la cooperativa- que hay una decantación de los 
socios. A algunos socios se les permite hacer convenios personales, que no son publicados y, sin embargo, quien me acompaña no 
sólo no ha tenido esa oportunidad, sino que no pasó por el elemental sumario interno que plantea el Estatuto. 


Y lo enviaron directamente al Juzgado, sin siquiera pasar por Jurídica, con el agravante de que el abogado patrocinante es el que 
Opera y actúa en FUCVAM. 


SEÑOR HERRERA.- Pregunto si el señor Quintino está siendo objeto de desalojo. 
SEÑOR QUINTINO.- Sí, señor Senador. 
SEÑOR HERRERA.- ¿Esa acción de desalojo la inicia FUCVAM contra usted? 


SEÑOR QUINTINO.- La inicia la cooperativa por medio del abogado de FUCVAM, sin tener en cuenta lo que establece el estatuto 
que nos dio en determinado momento el Ministerio. En el artículo 22 se prevé el proceso que hay que llevar adelante para que una 
persona pueda ser desalojada. Cuando se trata de una enfermedad o de falta de trabajo, aparte de estar amparado por el estatuto, 
también estamos amparados por la resolución ministerial a la que se refería el señor Muñoz y que no sé si los señores Senadores 
conocen. El tema es que FUCVAM no deja que se aplique eso. Para conseguir esa resolución estuvimos un año y medio en huelga 
de pago al Banco Hipotecario del Uruguay; lo hicimos hasta que conseguimos que el entonces Ministro Chiruchi dictara y firmara 
esta resolución. Pero posteriormente a este logro, FUCVAM no quiere que se aplique. 


Como decía, luchamos durante un año y medio, pedimos cuentas al Estado pero el día en que éste nos da algo no lo vamos a 
buscar, porque no nos conviene. Como gremio, esto no le conviene a FUCVAM. 


En cuanto al gremio, quiero hacer una aclaración y es que nosotros no somos "amarillos" ni antigremialistas; queremos que la 
herramienta del gremio marche bien, porque esto es como cortar un vidrio con un martillo: nunca nos va a quedar bien. Es lo que 
está ocurriendo. 


Ante esta negativa decidimos recorrer varios caminos. La cuestión es que nos han desconocido. Inclusive, llegamos a plantear que 
se nos dijera: "No sé, no quiero o no puedo". Pero no tuvimos respuesta; nos ignoraron completamente, como si no existiéramos. 
En FUCVAM se nos destrata y también dentro de la propia cooperativa. Sabemos a lo que nos atenemos al estar reclamando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cuando usted se refiere a la "propia cooperativa" está hablando de la asamblea de cooperativistas? 
SEÑOR QUINTINO.- Esto no figura en ningún acta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿No ha habido ninguna asamblea que haya tratado el tema de las dificultades de pago, tanto suyas 
como de las otras personas que invocaba el señor Muñoz? 


SEÑOR QUINTINO.- En el libro de actas no figura como que haya sido tratado lo mío en una asamblea. Respecto a la situación de 
los demás compañeros se da una información, digamos, medio volátil. El señor Muñoz ya se refirió a los convenios que hay, 
etcétera, pero la cosa es que tratan de arreglar con determinada gente. Parece que prima la cultura de que hay una idea única y si 
usted no la profesa no puede ser socio de una cooperativa. Eso lo palpé y también lo estoy palpando en la actualidad. Como no 
estoy de acuerdo con muchas de las ideas de ellos y por haberme presentado al Ministerio para averiguar, a los tres días tuve el 
desalojo, repito, sin haber pasado por Jurídica ni haber hecho los trámites que correspondían, inclusive, antes de la resolución 
ministerial que me ampara. 


Ahora estoy a la espera del resultado de una apelación -porque el Juzgado en primera instancia falló a favor de la cooperativa- y 
sabemos que la Jueza entendió que esta gente no había presentado ninguna prueba. Inclusive, me llevaron al Juzgado con 
mentiras, y eso es algo que puedo demostrar en cualquier momento. 


SEÑOR MUÑOZ.- La señora Presidenta preguntaba si en las asambleas queda constancia de las deudas. Al respecto, me voy a 
remitir a las expresiones y al testimonio del Secretario de la cooperativa quien en el Juzgado, por solicitud de la Jueza, planteó que 
las deudas se tratan exclusivamente con el Tesorero. Esto demuestra claramente que no existe transparencia; los convenios son 
personales y a solas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Cuando ustedes dicen que tienen pruebas, ¿tienen alguna documentación en la que conste esto? 
SEÑOR MUÑOZ.- La que usted disponga. 

SEÑORA PRESIDENTA.- No, me refiero a la que ustedes tengan. 

SEÑOR MUÑOZ.- ¿Sobre qué tema en particular? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Perdón, pero ustedes concurrieron a este ámbito para tratar un tema en particular, y no para hablar sobre 
el mundo y sus alrededores. 


SEÑOR MUÑOZ.- Tenemos varios temas para considerar. 


SEÑOR QUINTINO.- Luego se da otro hecho, que no es menor. Cuando se levantó la huelga de pago -después de un año y medio- 
hubo que gestionar nuevamente las deudas con el Banco Hipotecario del Uruguay. Así fue que se convocó a la cooperativa a una 
asamblea, en la que el Tesorero comunicó que para poder ingresar nuevamente nuestra cuenta al Banco, hubo que realizar una 


erogación de U$S 2.000 a un gestor. Fuimos tres personas las que nos opusimos a ello: los compañeros Muñoz y Von y quien 
habla. Nosotros concurrimos a que se nos diera información al respecto, y se nos manifestó que no nos iban a decir cuál era el 
nombre del gestor ni qué gestión llevó a cabo; incluso, hasta el día de hoy no me han mostrado el recibo que estoy pidiendo. 
Evidentemente, tienen un motivo para echarme, pues no quieren que los moleste. Cuando fui al Banco Hipotecario del Uruguay a 
hacer la denuncia de los U$S 2.000, me comunicaron que sólo al Consejo Directivo le podían dar datos, que a mí no me podían dar 
esa información. No sé si eso es lo que se estila, pero eso fue lo que ocurrió. 


SEÑOR MUÑOZ.- Tengo en mi poder la nota del señor Quintino dirigida el día 26 de julio de 1999 a la División Social del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Luego, tenemos un informe de fecha 2 de setiembre de 1999 por parte de 
la División Social del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que corrobora lo que se ha planteado. Por 
ésta, se dice que el socio Quintino estaría amparado de conformidad con el derecho vigente en la resolución que menciona. Sin 
embargo, el procedimiento efectuado por el solicitante no está conforme a derecho, en virtud de que es la cooperativa la que 
deberá formular la solicitud, siendo el Ministerio quien realice el estudio socio-económico de los socios integrantes que se 
encuentran en la situación descrita. Es el Ministerio el que tiene que determinar si le corresponde o no al socio ese tipo de apoyo. 
Por todo lo antes mencionado debería ser la cooperativa, a la cual pertenece el solicitante, la que está legitimada para realizar la 
solicitud y amparar a este núcleo familiar. 


Por otra parte, también tenemos la nota que fuera dirigida en su momento al Secretario, con fecha 1% de setiembre de 1999, en 
donde el socio Quintino plantea cuál ha sido la resolución del Ministerio de la que, a la fecha, no hay respuesta. 


En lo que se refiere a la solicitud del Banco Hipotecario del Uruguay sobre la cuenta, el 13 de julio de 2000, el socio Quintino se 
dirige a dicha institución y, entre otras cosas, plantea lo siguiente: "Nuestra cooperativa ha mantenido una prolongada huelga de 
pago por más de un año como consecuencia del otorgamiento de subsidios directos. El Consejo Directivo, al privarme acceso al 
Fondo de Socorro Interno, establecido por estatuto y el instrumento de subsidio por desempleo o a transitar por las diversas 
alternativas de refinanciación, me somete a regularizar una deuda de pago actualmente en trámite judicial. 


Para determinar la deuda, es imprescindible conocer con certeza la incidencia de algunos factores, como la cuota mensual por 
amortización con la rebaja de la tasa de interés y el comportamiento de pago de la Cooperativa ante el Banco Hipotecario del 
Uruguay en lo concerniente al beneficio por regularidad. 


La última información disponible por parte de la Cooperativa, según consta en actas, es la contratación de un gestor por U$S 2.000, 
para regularizar ante el Banco la situación generada por la huelga de pago. Se impide conocer la identidad del gestor, tipo de 
gestión y en qué estado quedó la Carpeta. 


Ante lo expuesto y ante el apremio judicial, me veo en la necesidad de acudir a usted para solicitarle quiera tener a bien se 
determine el monto de la cuota mensual por amortización y si la Cooperativa mantiene recargos por mora." 


El 16 de agosto de 2000, el Banco informa que el señor José Quintino, es integrante de la Cooperativa de Usuarios de Ayuda 
Mutua. En una nota, por la cual inicia este expediente, plantea cuál es la situación que mantiene con el Consejo Directivo de la 
Cooperativa, y solicita al Banco una información que solamente se puede proporcionar a las autoridades y éstas deben brindar a 
los socios. 


Por lo tanto, el planteo que se hace al Banco se diluye en la figura legal, que es la Cooperativa. 


Cabe agregar, que también se solicita al Ministerio, mediante una nota dirigida al entonces Ministro Cat -planteo que, en estos días, 
se ha reiterado- que se defina la postura de esa Cartera, en momentos en que el socio, prácticamente, está a la espera de un 
dictamen judicial. 


A continuación, quisiera detenerme en el episodio de la huelga de pago ante el Banco, pues uno de los puntos habla de actos de 
corrupción de FUCVAM en el relacionamiento con el Banco Hipotecario del Uruguay, situación y apertura de las Carpetas. En las 
ventanillas del Banco, la dirigencia de FUCVAM con el Consejo Directivo, inició una huelga de pago para tratar de forzar una 
gestión que se venía efectuando con mucha intensidad, que tenía que ver con el otorgamiento de subsidios directos; no el subsidio 
por obra, sino, reitero, el directo por núcleo familiar individual. 


Eso llevó más de un año. Lo curioso es que durante todo ese tiempo, las moras e intereses acumulados no se pagaron. 
Supuestamente, como planteaba el socio Quintino, cuando el Banco Hipotecario iba a hacer el cambio informático, se hizo un 
arreglo y la cifra que se debía pagar fue por menos dinero. De acuerdo con lo que figura en las actas de la Cooperativa, en esa 
circunstancia se contrató un gestor por la suma de U$S 2.000. 


Debo aclarar que esa fue una tarea inconsulta por parte del Consejo Directivo, con la anuencia de FUCVAM -que no se puede 
desvincular- y a la fecha no se sabe cuál es la situación de la Cooperativa con respecto al Banco ni la situación de la Carpeta. 
Tenemos que decir que, actualmente, en virtud de una medida gremial, nos estamos basando en una ley de franjas, por la cual los 
núcleos están pagando de acuerdo con sus ingresos reales y según el número de integrantes. 


Asimismo, como medida gremial, se ha hecho un pedido genérico de carencia para las cincuenta familias, pero en ningún momento 
se consultó a los socios si realmente estaban en condiciones de solicitar esa carencia. Evidentemente, hay gente con muchas 
dificultades económicas, pero no los cincuenta. De modo que, son medidas gremiales genéricas, no en consulta ni acordadas con 
el Banco y el Ministerio. Reitero: son medidas gremiales. 


Hoy se está discutiendo la titularidad de las viviendas. A raíz de que hay personas que no pueden pagar, están optando por dejar a 
su esposa y a su familia. Entonces, mediante la ley de franjas y esta medida gremial, se hace pagar exclusivamente por la pensión 
alimenticia que esa familia tiene y no por los ingresos reales del titular de la casa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En este caso, si hay pensión alimenticia, ¿es una situación en la cual no hay separación de la pareja? 


SEÑOR MUÑOZ.- No existe separación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Y la pensión alimenticia, ¿por qué está otorgada? 


SEÑOR MUÑOZ.- No existe pensión alimenticia. Se hace un recibo, de acuerdo con la cooperativa, en el que conste que está en 
trámite de separación. Quien sigue manteniendo la titularidad es el jefe de familia. Lo que quiero decir es que se trata de una 
situación irregular, un artilugio para tratar de pagar menos. Lo que pasa es que el circuito financiero luego no se cierra y, en 
definitiva, perdemos todos. Aquí se está marcando la desprolijidad, la forma inconsulta en que se están realizando estas tareas. 


SEÑOR HERRERA.- Lo que me pareció entender de las expresiones del señor Muñoz es que una familia que vive reunida con 
asiento en un único hogar, simula una separación y el pago de una pensión alimenticia a efectos de que la cuota se calcule en 
función de la pensión alimenticia que supuestamente se sirve y entonces sea menor. ¿Es así? 


SEÑOR MUÑOZ.- Eso es correcto y, además, se trató en la última asamblea con total claridad. Se simula. Ese es el término 
correcto. 


SEÑOR HERRERA.- ¿Esa fue una decisión de la asamblea de la cooperativa? Le hago esta pregunta porque dice que se trató en 
la asamblea. ¿Cuáles fueron las opiniones o la decisión de la asamblea frente a este procedimiento? 


SEÑOR MUÑOZ.- Como muchos procedimientos, lamentablemente las asambleas no son deliberativas sino informativas, y hay 
poco margen para deliberar. El problema se trató porque en estos momentos estamos por comenzar un salón comunal con dineros 
propios de la cooperativa y se está planteando no solo el tema de la deuda interna -que es mucha- sino también lo que tiene que 
ver con la forma en que se va a realizar esa obra con horas de campo. Entonces, el tema de la titularidad surge por dos lados: por 
el lado de la amortización y por el lado de quién va a hacer las horas. Se han hecho consultas y supuestamente, de acuerdo con lo 
que ha dicho el Presidente en FUCVAM, se está estilando en muchos lugares que a raíz de todo un drama social hay matrimonios 
que se separan de hecho, les entregan una especie de pensión alimenticia bajo recibo y la ley de franjas que se está utilizando 
gremialmente parte solamente de los ingresos del que tiene la guarda, no del ingreso total y ni siquiera de los del titular. Por lo 
tanto, hay un desfase real de la cuota. 


SEÑOR HERRERA.- Vuelvo a preguntar: el titular, ¿vive en la casa junto a su familia o se fue? Me refiero a la realidad; no 
interpretemos actos jurídicos. En la realidad, ese titular de la casa, ¿continúa viviendo con su familia o se retiró de la casa? 


SEÑOR MUÑOZ.- Continúa y se puede percibir todos los días que entra y sale. 
SEÑOR HERRERA.- No me interesa lo que hace dentro de la casa; lo único que quería saber es si vive en ella. 
SEÑOR QUINTINO.- No sé si quedó muy claro el tema de la ley de franjas; si quedó claro, entonces perfecto. 


SEÑOR MUÑOZ.- Quiero aclarar que al no tener experiencia en este tipo de actividades, hemos sido un poco desprolijos. Lo que 
nos interesa saber de una buena vez es si el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente va a dar 
cumplimiento al rol que el Estado le asignó de ser el administrador de las viviendas por ayuda mutua en las cooperativas. 


Reitero que la Ley N* 16.112 es muy clara, sobre todo en su artículo 4”. Luego del incumplimiento de esta resolución ministerial, 
creemos que más allá de ser respetuosos de las actividades gremiales, no debemos disputarnos espacios que corresponden 
exclusivamente al Estado. 


No se puede desvincular -y aquí no existe ningún propósito- el hecho de que FUCVAM ha participado no solamente disponiendo de 
su abogado, de la Sala de Abogados de FUCVAM en el patrocinio por desalojo, fuera del estatuto. Groseramente, actuó fuera del 
estatuto sin dar siquiera al socio el derecho de expresarse en una asamblea; hasta en un club de bochas hay que escuchar al 
vecino, pero esto no se ha permitido en la Cooperativa nada más que porque no se comulga con la ideología política ni participa de 
la filosofía de la idea única. 


Aquí todavía no se ha determinado la realidad. Por ejemplo, el Banco Hipotecario manifiesta que existe un 65% de deudores; 
entonces, habría que establecer la incidencia que tienen las cooperativas en esas deudas. Nosotros no sabemos exactamente cuál 
es la cuota que debemos pagar ni cuál es la deuda que tenemos con el Banco Hipotecario, que otorga una serie de exoneraciones 
si se paga en fecha, pero también es claro que si no se paga, aplica multas y recargos, además del interés acumulado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿No han hecho ningún planteo a nivel judicial con relación a esto que ustedes señalan que viene 
dándose desde hace mucho tiempo? 


SEÑOR MUÑOZ.- Lo primero que hicimos fue tratar de hablar con la gente de FUCVAM, pero siempre hubo evasivas. Solamente 
hemos sido objeto de agravios y nos han tildado de amarillistas y de todo eso que es conocido, pero sabemos que este asunto 
tiene que ir, inexorablemente, a la Justicia. No existe alternativa, porque estamos frente a actos de corrupción. La palabra es clara, 
y por definición, esto es corrupción. Esto no está bien; es mucho más que una desprolijidad: son actitudes deliberadas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, ¿no lo han planteado ante la Justicia? 


SEÑOR MUÑOZ.- Es el próximo paso. Ya ha transcurrido mucho tiempo, la gente sigue yendo a la calle, no se respetan los 
derechos individuales y nadie se pronuncia. Reitero, no queda otra alternativa que elevar el tema a la Justicia para que tome una 
determinación. 


SEÑOR QUINTINO.- Como dijo mi compañero, somos un tanto desprolijos en cuanto a la documentación, pero disponemos de más 
información que avala lo que hemos expresado. Podemos incluir todo en una carpeta y hacerla llegar a la Comisión si lo creen 
conveniente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En efecto, cuando se decidió concederles la entrevista, se habló de que como en la nota de solicitud de 
audiencia se hacía referencia a actos de gravedad, se trajera la documentación correspondiente, y en algún momento hice 
referencia a ello. De todas maneras, la pueden alcanzar a Secretaría cuando esté pronta. 


Agradecemos su presencia en la Comisión y les aclaramos que a la brevedad les haremos saber la resolución que tomamos en 
torno al asunto que han planteado. 


(Se retira de Sala la delegación del Complejo Habitacional Lezica) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


